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hasta que se hubiese resuelto por este Tribunal Cons-
titucional la cuestión de inconstitucionalidad planteada
con el núm. 3536/93 (y otras acumuladas) contra el
art. 38.2 de la Ley 5/1990. Pero hay que dar la razón
al Abogado del Estado y al Letrado de la Junta de Anda-
lucía dado que, amén de no existir precepto alguno que
obligue a paralizar la resolución de un recurso de queja
—que inadmite un recurso de casación en virtud de la
cuantía— por la existencia de una cuestión de incons-
titucionalidad admitida a trámite por este Tribunal Cons-
titucional sobre la que fue la materia de fondo del recurso
contencioso—administrativo, ninguna relación guarda el
análisis del objeto de ese recurso —falta o no de cuantía
y existencia o no de impugnación indirecta de dispo-
siciones generales— con lo que pueda ser el objeto y
la resolución de la cuestión de inconstitucionalidad.

7. La última vulneración alegada por la entidad que-
josa, de forma subsidiaria y ahora contra la Sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía —con sede
en Granada— de 28 de julio de 1995, se centra en la
violación de su derecho a la igualdad, pero esta vez
ante la ley (art. 14 CE), que derivaría de la propia dis-
criminación en que incurriría el art. 38.2 de la Ley
5/1990, al tratar de forma desigual a la modalidad del
juego relativa a las máquinas recreativas respecto a los
que tributan por tipos que giran sobre bases imponibles
escalonadas en función de la facturación, como serían,
por ejemplo, los casinos.

Para responder esta cuestión basta con acudir a la
STC 159/1997, de 2 de octubre, en cuyos fundamentos
jurídicos 3 y 4 rechazamos que la creación por el art.
38.2.2 de la Ley 5/1990 de un gravamen complemen-
tario de la tasa fiscal sobre el juego para las máquinas
recreativas tipos B y C pudiera haber supuesto una dis-
criminación contraria al principio de igualdad proclama-
do en el art. 14 CE frente a otro tipo de actividades
económicas, en general, o del propio sector del juego
en particular. Decíamos allí, y recordamos ahora sinté-
ticamente, que «no toda proclamación constitucional del
principio de igualdad es reconducible, sin más, a la efec-
tuada por el art. 14 CE», pues «específicamente no lo
es, en cuanto aquí interesa, la del principio de igualdad
en materia tributaria contenida en el art. 31 CE, como
así lo ha declarado con rotundidad este Tribunal en diver-
sas ocasiones» (SSTC 19/1989, de 31 de enero,
53/1993, de 15 de febrero, y 54/1993, de 15 de febre-
ro) y que «si bien ello no significa que este Tribunal
no pueda llegar a apreciar ... una infracción del art. 14
por la Ley Tributaria, sí excluye claramente que, so capa
de una invocación meramente formal del art. 14 CE,
en realidad el recurrente de amparo venga a apoyarse
en el art. 31.1 CE, precepto éste que, como se ha dicho,
no puede servir de fundamento a una pretensión en este
proceso constitucional, por imperativo del art. 53.2 CE
y del art. 41.1 LOTC» (FJ 3). Concluíamos así, y procede
ahora recordarlo, que: «de ello se desprende con claridad
que la posible inconstitucionalidad que la recurrente
imputa al art. 38.2.2 de la Ley 5/1990, por su eventual
contradicción con el principio de igualdad, no residiría
realmente en una discriminación contraria al art. 14 CE
por estar basada en una diferenciación de índole sub-
jetiva, sino en una desigualdad fundada en elementos
objetivos, que es la contemplada en el art. 31.1 CE.
Y, por tanto, la conclusión última sólo puede ser, a la
luz de la doctrina antes expuesta, que nos encontramos
ante una eventual desigualdad no susceptible de ser
corregida por el cauce del presente proceso de amparo,
aunque pueda serlo, en su caso, por el de otros procesos
constitucionales, como el recurso o la cuestión de incons-
titucionalidad» (FJ 4, in fine). En suma, debemos rechazar

la pretensión de amparo efectuada por la recurrente
sobre la base de una invocación del art. 14 CE.

8. Finalmente, es necesario hacer una última pre-
cisión, relativa al problema de si es posible trasladar
la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad del art.
38.2.2 de la Ley 5/1990, por el que se creó el referido
gravamen complementario sobre la tasa fiscal del juego,
declarada por nuestra STC 173/1996, de 31 de octubre,
a los recursos de amparo que, como el presente, se
fundan en la aplicación del mencionado precepto legal
que reputan inconstitucional.

Esta cuestión ha sido resuelta en la STC 159/1997,
de 2 de octubre, anteriormente citada, donde dijimos
que «ha de tenerse presente que en la STC 173/1996
la declaración de inconstitucionalidad del art. 38.2.2 de
la Ley 5/1990 se produjo sólo con fundamento en la
violación del principio de seguridad jurídica contenido
en el art. 9.3 CE; y este principio, por imperativo de
los arts. 53.2 CE y 41.1 LOTC, queda extramuros del
proceso de amparo, como reiteradamente ha declarado
este Tribunal (SSTC 165/1993, 233/1993 y 28/1994,
entre otras)». En definitiva, la declaración de inconsti-
tucionalidad que se contiene en la citada STC 173/1996
no permite revisar un proceso fenecido mediante sen-
tencia judicial con fuerza de cosa juzgada en el que
antes de dictarse aquella decisión se ha aplicado una
ley luego declarada inconstitucional (STC 173/1996, de
31 de octubre, FJ 7.b).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por la entidad «Auto-
máticos Orenes, S. L.».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a siete de mayo de dos mil uno.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabre-
ra.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fer-
nando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Fir-
mado y rubricado.

10931 Sala Primera. Sentencia 112/2001, de 7 de
mayo de 2001. Recurso de amparo 4608/96.
Promovido por la «Sociedad General Española
de Librería, Diarios, Revistas y Publicaciones,
S. A.» (SGEL), frene al Auto de la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid que, desestimando su recurso de que-
ja, confirmó la inadmisión de su recurso de
suplicación en un litigio en el que había sido
condenada a pagar una cantidad por vaca-
ciones a un trabajador.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (acceso a los recursos lega-
les): inadmisión de recurso de suplicación fun-
dada en causa legal, por su cuantía y por no
haber comparecido en el juicio para suscitar
la cuestión de competencia ratione materiae.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
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doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, han
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4608/96, promovido
por la «Sociedad General Española de Librería, Diarios,
Revistas y Publicaciones, S. A.» (SGEL), representada por
el Procurador de los Tribunales don Francisco José Abajo
Abril, con asistencia letrada de doña Isabel Muñoz Vega,
contra el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid de 25 de noviembre de 1996
(recurso de suplicación núm. 5398/96), que desestima
el recurso de queja interpuesto contra el Auto dictado
por el Juzgado de lo Social núm. 13 de Madrid el 4
de octubre de 1996 en el procedimiento núm. 562/95,
por el que se inadmite el recurso de suplicación anun-
ciado por la recurrente contra la Sentencia recaída en
el referido procedimiento. Ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Fernando
Garrido Falla, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 18 de diciembre de 1996, el Procurador de los Tri-
bunales don Francisco José Abajo Abril, en nombre y
representación de la «Sociedad General Española de
Librería, Diarios, Revistas y Publicaciones, S. A.» (SGEL),
interpuso recurso de amparo contra los Autos citados
en el encabezamiento, alegando la vulneración de
su derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
(art. 24.1 CE).

2. El recurso de amparo tiene su origen en los
siguientes hechos:

a) El 1 de agosto de 1995, don Isidro Gayubo del
Valle formuló demanda ante el Juzgado de lo Social
de Madrid contra la mercantil SGEL, para la que venía
prestando servicios como transportista desde 1990, en
reclamación de 48.325 pesetas, correspondientes a las
vacaciones de 1995.

b) El Juzgado de lo Social núm. 13 de Madrid señaló
como fecha para la celebración del juicio el día 24 de
octubre de 1995. En tal fecha comparecieron ambas
partes, solicitando de común acuerdo la suspensión del
procedimiento hasta que la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid resolviese un recurso de
suplicación pendiente en el que se discutía la compe-
tencia de la jurisdicción social. El Juzgado acordó acce-
der a la suspensión y señaló de nuevo para la celebración
de juicio el 23 de abril de 1996, fecha en que se celebró
el mismo, sin que compareciese la mercantil ahora
recurrente en amparo.

c) El Juzgado de lo Social dictó Sentencia el mismo
23 de abril de 1996, en la que, tras declarar que la
relación existente entre las partes es de carácter laboral,
se estima íntegramente la pretensión del trabajador, con-
denando a SGEL al pago de la cantidad reclamada más
el 10 por 100 anual de interés por mora, de conformidad
con lo dispuesto en el art. 29.3 de la Ley del Estatuto
de los Trabajadores (LET).

d) Contra dicha Sentencia la SGEL anunció recurso
de suplicación el 23 de septiembre de 1996, al amparo
de lo dispuesto en el art. 189.1.e de la Ley de Proce-
dimiento Laboral (LPL), a cuyo tenor procede en todo
caso recurso de suplicación contra las Sentencias que
decidan sobre la competencia del Juzgado por razón
de la materia, limitándose en este caso el recurso a dis-

cutir la competencia sin entrar en el fondo de asunto
cuando éste no sea susceptible de recurso de supli-
cación.

e) Por Auto de 4 de octubre de 1996, el Juzgado
acordó tener por no anunciado el recurso, declarando
firme la Sentencia, por no ser susceptible la misma de
recurso de suplicación, de conformidad con el art. 189.1
LPL. Contra este Auto la SGEL interpuso el 26 de octubre
recurso de queja, argumentando que el único motivo
del recurso de suplicación (art. 189.1.e LPL) se refería
a la competencia de la jurisdicción laboral para conocer
del citado asunto, sin que la empresa pretenda discutir
el fondo del mismo (reclamación de 48.325 pesetas),
cuestión ésta excluida en efecto del recurso de supli-
cación, por ser la cuantía litigiosa inferior a 300.000
pesetas.

f) Por Auto de 25 de noviembre de 1996, la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
desestimó el recurso de queja, confirmando la resolución
impugnada, al entender la Sala que, no discutiéndose
que no cabe recurso de suplicación en cuanto al fondo
del asunto por insuficiencia de cuantía litigiosa, tampoco
cabe admitir el recurso al amparo del art. 189.1.e LPL
para discutir exclusivamente sobre la competencia del
orden social, «pues en la sentencia combatida no se
aborda el tema de la competencia porque la empresa
no compareció al juicio oral ni planteó en momento algu-
no tal excepción» (fundamento de Derecho único).

3. La demanda de amparo impugna tanto el Auto
de 4 de octubre de 1996 del Juzgado de lo Social núm.
13 de Madrid como el Auto de 25 de noviembre de
1996 de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, considerando que ambas resolucio-
nes vulneran el derecho a la tutela judicial efectiva sin
indefensión que protege el art. 24.1 CE, en su vertiente
de derecho de acceso a los recursos legalmente esta-
blecidos.

Alega la demandante de amparo que el recurso de
suplicación anunciado se fundamentaba en el art.
189.1.e LPL, en cuya virtud es claro que cuando se pre-
tende cuestionar únicamente la competencia de la juris-
dicción social, la cuantía no puede influir en la admisión
a trámite del recurso, sin perjuicio de que la suplicación
deba limitarse exclusivamente a la discusión sobre la
competencia cuando, como en el presente caso sucede,
el fondo del asunto no es susceptible de recurso, por
insuficiencia de la cuantía litigiosa, cuestión ésta que
la recurrente ha aceptado en todo momento.

Por otra parte, sostiene la recurrente que la circuns-
tancia de su incomparecencia al acto del juicio no puede
determinar la privación de su derecho a los recursos
legalmente establecidos, toda vez que la incompetencia
de la jurisdicción social, que viene determinada por la
exclusión legal establecida en el art. 1.3.g LET, es una
cuestión de orden público procesal, apreciable de oficio
por el Juzgador, máxime cuando previamente éste había
suspendido el juicio por estar pendiente un recurso de
suplicación en el que se cuestionaba la competencia
del orden social para conocer de los conflictos suscitados
en la relación de servicios que ligaba a las partes.

4. Por providencia de 23 de abril de 1997, la Sec-
ción Segunda de este Tribunal acordó la admisión a trá-
mite de la demanda y, a tenor de lo dispuesto en el
art. 51 LOTC, requerir atentamente al Tribunal Superior
de Justicia de Madrid y al Juzgado de lo Social núm.
13 de Madrid, para que en plazo de diez días remitiesen
respectivamente testimonio del recurso de suplicación
núm. 5398/96 y de los autos núm. 562/95, interesán-
dose al propio tiempo el emplazamiento de quienes fue-
ron parte en el mencionado procedimiento laboral para
que, en el plazo de diez días, pudiesen comparecer en
este proceso constitucional.
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5. Mediante providencia de 14 de julio de 1997,
la Sección Segunda tuvo por recibidas las actuaciones
interesadas, concediendo a la recurrente y al Ministerio
Fiscal un plazo común de veinte días de conformidad
con el art. 52 LOTC, para que dentro de dicho plazo
alegasen lo que a su derecho conviniere.

6. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale-
gaciones el 17 de septiembre de 1997. Tras una expo-
sición de los hechos y de la pretensión de amparo, advier-
te que si bien es cierto que la mercantil recurrente no
compareció al acto del juicio, pese a estar legalmente
citada y, en consecuencia, nada alegó sobre la posible
falta de competencia del orden social, no lo es menos
que esta cuestión es de orden público procesal y puede,
por tanto, ser apreciada de oficio por el órgano judicial.
Por otra parte, la cuestión de la competencia había sido
puesta de manifiesto ante el órgano judicial en la primera
citación para juicio y aquél la tuvo en cuenta para acordar
la suspensión, primero, y finalmente al dictar Sentencia,
como se desprende de la lectura del primero de los fun-
damentos jurídicos de la misma. En consecuencia, al
anunciarse contra dicha Sentencia por parte de la empre-
sa recurso de suplicación al amparo del art. 189.1.e
LPL, era evidente, de un lado, que la recurrente con-
cretaba el motivo de la impugnación a la cuestión de
la competencia y, de otro, que interponía un recurso
con plena legitimación, ya que no le estaba vedado hacer-
lo por el hecho de no haber comparecido en el juicio.
Además, la materia sobre la que se apoyaba el recurso
había sido vista y tratada por el Juzgador de instancia,
por lo que no era una cuestión nueva y podía hacerse
valer en cualquier momento.

De todo lo anterior resulta (concluye el Fiscal), que
la respuesta de inadmisión dada por los Autos impug-
nados elimina arbitrariamente el derecho de la recurrente
al recurso de suplicación, lesionando así su derecho a
la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE),
lo que ha de conducir al otorgamiento del amparo
solicitado.

7. La demandante de amparo presentó su escrito
de alegaciones el 5 de septiembre de 1997, reiterando
las formuladas en el escrito de demanda.

8. Por providencia de 3 de mayo de 2001, se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 7 del mismo mes y año, trámite que ha finalizado
en el día de hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo tiene por objeto
determinar si, como sostienen la recurrente y el Minis-
terio Fiscal, los Autos impugnados del Juzgado de lo
Social núm. 13 de Madrid y de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que declaran
tener por no anunciado el recurso de suplicación inter-
puesto por la ahora demandante de amparo contra la
Sentencia dictada por aquel Juzgado en el procedimiento
núm. 562/95, sobre reclamación de cantidad, vulneran
su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE),
en su vertiente de acceso a los recursos legalmente
establecidos.

2. Planteada así la cuestión, debe recordarse la rei-
terada doctrina de este Tribunal acerca del ámbito, exten-
sión y límites de la jurisdicción constitucional a la hora
de revisar los pronunciamientos de la jurisdicción ordi-
naria en materia de acceso a los recursos.

De conformidad con esta doctrina, el Tribunal Cons-
titucional no puede entrar a enjuiciar la corrección jurí-
dica de las resoluciones judiciales que interpretan y apli-
can las reglas procesales que regulan el acceso a los

recursos, ya que ni es una última instancia judicial ni
nuestra jurisdicción se extiende al control del acierto
de las decisiones adoptadas por los jueces en ejercicio
de su competencia exclusiva sobre selección, interpre-
tación y aplicación de las normas procesales de con-
formidad con lo dispuesto en el art. 117.3 CE en lo
que respecta al acceso a los recursos previstos en las
leyes. Por ello, cuando se alega el derecho de acceso
a los recursos, el control constitucional de esas reso-
luciones judiciales es meramente externo y debe limi-
tarse a comprobar si tienen motivación y si han incurrido
en error material patente, en arbitrariedad o en mani-
fiesta irrazonabilidad lógica, evitando toda ponderación
acerca de la corrección jurídica de las mismas. Así se
ha venido manteniendo en una ya larga jurisprudencia
en la que cabe destacar las SSTC 37/1995, de 7 de
febrero; 58/1995, de 10 de marzo; 136/1995, de 25
de septiembre; 149/1995, de 16 de octubre;
142/1996, de 16 de septiembre; 179/1996, de 26 de
junio; 211/1996, de 17 de diciembre; 76/1997, de 21
de abril; 88/1997, de 5 de mayo; 132/1997, de 15
de julio; 39/1998; de 17 de febrero; 207/1998, de
30 de septiembre; 235/1998, de 14 de diciembre;
23/1999, de 8 de marzo, y 236/1998, que, con amplia
cita de esta doctrina, recuerda que «como viene seña-
lando este Tribunal (SSTC 37/1995, 211/1996 y
132/1997), el acceso a los recursos tiene una relevancia
constitucional distinta a la del acceso a la jurisdicción.
Mientras que el derecho a la obtención de una resolución
judicial razonada y fundada goza de una protección cons-
titucional en el art. 24.1 CE, el derecho a la revisión
de esta resolución es, en principio, y dejando a salvo
la materia penal, un derecho de configuración legal al
que no resulta aplicable el principio pro actione ... [que]
sólo rige, en principio, en el ámbito del acceso a la juris-
dicción, esto es, del derecho a obtener una respuesta
judicial, que sólo puede limitarse válidamente si se satis-
facen las exigencias de proporcionalidad inherentes a
la restricción de todo derecho fundamental, y en el de
los recursos penales, en virtud de la exigencia consti-
tucional de una doble instancia a favor de quien resultó
condenado. En los demás casos, el derecho de acceso
a los recursos sólo surge de las leyes procesales que
regulan dichos medios de impugnación. Por consiguien-
te, ĺa interpretación de las normas que contemplan cau-
sas de inadmisión de recursos es, como la de la entera
legalidad procesal, competencia exclusiva de los Jueces
y Tribunales ordinarios, sin que, en general, en el ejercicio
de la misma el art. 24.1 CE les imponga más limitaciones
que las derivadas del canon del error patente, la arbi-
trariedad o la manifiesta irrazonabilidad (STC 88/1997
y SSTC 37/1995, 170/1996 y 211/1996 citadas en
ella)». Esta doctrina se reitera en las recientes SSTC
258/2000, de 30 de octubre (FJ 2), 6/2001, de 15
de enero (FJ 3), y 32/2001, de 12 de febrero (FJ 3).

3. La aplicación de esta consolidada doctrina al pre-
sente caso conlleva la desestimación del amparo soli-
citado, pues la inadmisión del recurso de suplicación
se fundamenta finalmente en una causa legal, prevista
en el art. 193.2 LPL en relación con el art. 189.1.e de
la misma Ley.

En efecto, el Juzgado de lo Social núm. 13 de Madrid
se limita en el Auto de 4 de octubre de 1996 a tener
por no anunciado el recurso de suplicación de confor-
midad con el art. 193.2 LPL, con el argumento de que,
de conformidad con el art. 189.1 LPL, contra la Sentencia
dictada no cabe dicho recurso, por ser la cuantía litigiosa
del asunto inferior a 300.000 pesetas

Por su parte el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid de 25 de noviembre de
1996, que desestima el recurso de queja interpuesto
contra el Auto del Juzgado, argumenta al respecto que
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no cabe admitir el recurso de suplicación al amparo de
lo dispuesto en el art. 189.1.e LPL para discutir sobre
la competencia ratione materiae de la jurisdicción social,
porque en la Sentencia que se pretende recurrir no se
abordó esta cuestión, debido a que la empresa no com-
pareció al acto del juicio y no planteó, por tanto, la excep-
ción de incompetencia del orden social.

Esta respuesta judicial satisface, sin duda, las exigen-
cias derivadas del derecho a la tutela judicial efectiva,
en su vertiente de derecho al acceso a los recursos legal-
mente establecidos, conforme a nuestra doctrina cons-
titucional, pues es evidente que la inadmisión del recurso
de suplicación se sustenta en una causa legalmente pre-
vista [art. 193.2 LPL, en relación con el art. 189.1.e)
de la misma Ley], mediante una fundamentación moti-
vada y congruente, sin incurrir en error patente, arbi-
trariedad o irrazonabilidad.

En efecto, es un hecho indiscutido que la demandante
de amparo no compareció al juicio oral, pese a estar
correctamente citada, por lo que perdió, por propia volun-
tad, la oportunidad de plantear ante el Juzgado la excep-
ción de incompetencia del orden social que luego ha
pretendido hacer valer per saltum en el recurso de supli-
cación. Desde esta premisa, la interpretación que del
art. 189.1.e LPL realiza la Sala de lo Social, en el sentido
de que el recurso de suplicación fundado en dicho pre-
cepto exige que la cuestión haya sido debatida en la
instancia, no carece en modo alguno de razonabilidad.
En todo caso, si la recurrente consideraba que la juris-
dicción social carecía de competencia por razón de la
materia para conocer del asunto litigioso, la más ele-
mental diligencia y buena fe procesal por su parte exigía
que no esperase al recurso de suplicación para discutir
sobre esta cuestión, sino que debió comparecer en el
juicio oral y plantearla expresamente como excepción
al contestar la demanda y no limitarse a confiar en la
posibilidad de que el propio Juzgado la apreciase de
oficio.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado por «Sociedad Gene-
ral Española de Librería, Diarios, Revistas y Publicaciones,
S. A.» (SGEL).

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a siete de mayo de dos mil uno.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabre-
ra.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fer-
nando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Fir-
mado y rubricado.

10932 Sala Primera. Sentencia 113/2001, de 7 de
mayo de 2001. Recurso de amparo 985/97.
Promovido por doña María del Carmen Galle-
go Alonso frente al Auto de la Audiencia Pro-
vincial de Vizcaya que declaró desierta su ape-
lación en litigio por la adopción de un menor.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
sin indefensión: notificación defectuosa del
emplazamiento para comparecer en el recurso
de apelación civil.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel

Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 985/97 promovido
por doña María del Carmen Gallego Alonso, representado
por la Procuradora de los Tribunales doña María Eugenia
de Francisco Ferreras y asistida por el Abogado don
Leandro Gallarreta del Río, contra el Auto de la Audiencia
Provincial de Vizcaya, Sección Primera, de 29 de octubre
de 1996, por el que se declaró desierto el recurso de
apelación formulado contra el Auto de 8 de julio de
1996 del Juzgado de Primera Instancia núm. 14 de Bil-
bao, recaído en autos del expediente de jurisdicción
voluntaria núm. 227/95 sobre adopción. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente la Magistrada doña
María Emilia Casas Baamonde, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en tiempo y forma
en este Tribunal el 12 de julio de 1997, una vez desig-
nado Procurador de oficio a petición de la recurrente
de amparo, se interpuso por doña María del Carmen
Gallego Alonso demanda de amparo núm. 985/97 con-
tra el Auto de la Audiencia Provincial de Vizcaya, Sección
Primera, de 29 de octubre de 1996, por el que se declaró
desierto el recurso de apelación formulado contra el Auto
de 8 de julio de 1996 del Juzgado de Primera Instancia
núm. 14 de Bilbao, recaído en autos del expediente de
jurisdicción voluntaria núm. 227/95 sobre adopción, por
lesión de su derecho a la tutela judicial efectiva sin pade-
cer indefensión (art. 24.1 CE).

2. Los hechos de los que trae su causa el presente
recurso de amparo son, sucintamente expuestos, los que
siguen:

a) Con ocasión de la incoación del expediente de
adopción de una menor por acuerdo de la Orden Foral
1838/1995, de 1 de marzo, de la Diputación Foral de
Vizcaya, el Juzgado de Primera Instancia núm. 14 de
Bilbao dictó Auto el 8 de julio de 1996, acordando la
misma.

b) Una vez le fue notificado personalmente el Auto
mencionado a la ahora recurrente en amparo el 22 de
julio de 1996, mediante escrito de 24 de julio de 1996,
suscrito por su Letrado, designado de oficio, interesó
que se tuviere por interpuesto recurso de apelación con-
tra dicha resolución judicial. En dicho escrito se señaló
como domicilio para notificaciones el del mencionado
Abogado.

c) Por providencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 14 de Bilbao, de 20 de septiembre de 1996, se
emplazó a la apelante y a las otras partes en el proceso
para que compareciesen en el plazo de quince días ante
la Audiencia Provincial. A la apelante se le notificó la
providencia mediante diligencia de notificación de
emplazamiento por cédula de 24 de septiembre de
1996, girada al domicilio que facilitó en su recurso de
apelación a efectos de notificaciones, y que, como ha
quedado señalado, era el del Letrado que la asistía. La
diligencia de notificación fue recogida a las 9:30 horas
de la mañana por la «Sra. de limpieza», que según obra
en la diligencia, «no se identifica» y no firma la cédula.

d) Por Auto de la Audiencia Provincial de Vizcaya,
de 29 de octubre de 1996, se declaró desierto el recurso
de apelación formulado por la recurrente (art. 840 LEC).


